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RESUMEN DE PUNTOS PRINCIPALES DE INTERVENCIÓN DE LAS COALICIONES OFICIALES DE LA VIII CUMBRE A SER PRESENTADAS EN EL DIÁLOGO ENTRE LOS ACTORES SOCIALES Y LAS/LOS REPRESENTANTES DE
ALTO NIVEL DE LOS GOBIERNOS

Este informe contiene el resumen de puntos principales de intervenciones que serán expuestas por cada vocera/o de las coaliciones oficiales de la VIII Cumbre durante el Diálogo entre los Actores Sociales y las/los Representantes del Alto Nivel de los Gobiernos, que se llevará a cabo el 12 de abril de 2018, en Lima, Perú. El propósito de este informe es presentar las recomendaciones de las 28 coaliciones oficiales
 sobre los tres ejes temáticos de la VIII Cumbre
 para la consideración de los Estados partícipes del proceso de Cumbres.

A continuación, se incluye el resumen de puntos principales de intervención de cada una de las coaliciones: 

Coalición por la Buena Gobernanza y la Sociedad Civil Fortalecida
Eje Temático 1: Gobernabilidad Democrática y Corrupción 

Resumen parcial de intervención del día 12 de abril en el Diálogo entre Sociedad civil y representantes de gobiernos.   En 2017, el rechazo a la corrupción y la defensa del medio ambiente fueron los principales motivos de protesta pacífica, en el continente. Desafortunadamente, estas protestas también fueron el principal foco de represión por parte de las fuerzas estatales.  

Cuando diferentes actores sociales denuncian tipos de abuso de poder de cualquier tipo, se exponen a amenazas, campañas de desprestigio e incluso la muerte. Los activistas que denuncian quedan en estado de indefensión porque los grupos armados los amenazan y el Estado no garantiza su protección; cuando no son los estados mismos quienes les amedrentan. Sus organizaciones son atacadas, el derecho a la protesta es reprimido o son víctimas de asesinatos. Ello explica la relación entre mayores niveles de corrupción y peores condiciones de trabajo para los activistas, periodistas, funcionarios y otros actores de la vida política y social de los países que denuncian hechos de corrupción. 

Otro foco de corrupción que empeora el espacio cívico es la estrecha relación de la clase gobernante con empresas dedicadas a la producción y explotación de recursos minero-energéticos. Los gobiernos de las Américas han priorizado el interés económico y del sector privado sobre los intereses de las comunidades indígenas, campesinas, afrodescendientes, sobre el derecho a la tierra y el derecho al medio ambiente limpio. Estas comunidades y activistas también son víctimas de ataques cuando intentan denunciar la corrupción que amenaza con destruir su medio de vida y despojarlos de sus tierras ancestrales. Brasil y Colombia fueron los países donde más activistas medioambientales fueron asesinados en 2016, Honduras es el país per cápita más peligroso para ejercer el activismo medioambiental, el Gobierno de Nicaragua constantemente impide la realización de protestas en contra de la construcción del Gran Canal Interoceánico, el Gobierno argentino sistemáticamente ha reprimido las protestas mapuches por la protección de los bosques, etcétera, etcétera.  

Pero además, la corrupción está impidiendo que las y los ciudadanos del continente tengan una vida digna; afecta el desarrollo del bienestar y la calidad de las democracias. El robo de dineros afecta la implementación de programas sociales, impide que la inversión pública logre sus objetivos. Cuando la corrupción afecta la implementación de las políticas públicas, de forma directa se afectan los derechos humanos ya que estos se materializan en aquellas. La corrupción es un nuevo terrorismo de Estado que mata a ciudadanos por el robo de los recursos; impacta la vida de millones de personas pudiéndose considerar un crimen de lesa humanidad. Ahora bien, hoy, bajo la tutela de combatir la corrupción, hemos visto prácticas desde los gobiernos y parlamentos que atentan directamente contra libertades individuales y derechos humanos. Con el argumento de combatir la corrupción, algunos países crean leyes de austeridad económica que limitan las inversiones en derechos elementales como salud y educación, por ejemplo. El principal argumento es el de crisis económica, que también son ocasionadas por las prácticas de corrupción como desvíos de recursos públicos, evasión de impuestos, evasión a derechos laborales, etc.  
Coalición “Un Observatorio Ciudadano para un Parlamento Abierto”

Entendemos que los Observatorios Ciudadanos adoptan como función principal la vigilancia, evaluación, control e incidencia en ciertos aspectos de la vida pública. Asimismo, promueven la participación ciudadana y la empodera al legitimar la información disponible respecto a las actividades públicas los Observatorios Ciudadanos cumplen una doble función: “por un lado, están atentos para señalar las áreas de oportunidad, no solamente señalando problemas, sino además proponiendo soluciones.
Descripción: El Observatorio Ciudadano para un Parlamento Abierto es una iniciativa con el fin de promover la observancia, evaluación y la participación ciudadana efectiva en torno a la discusión, elaboración de leyes y asignación de presupuesto, así como conocer la agenda de los temas a debatir en el Pleno de los Parlamentos de todos los gobiernos de los países que participaran en la VIII Cumbre de las Américas.  Éste debe ser un espacio abierto, plural, incluyente, diverso y activo que permita la voz de la ciudadanía, fortalezca la democracia y, a través de la transparencia en la información del quehacer parlamentario, así como el apego a los principios de parlamento abierto, se eviten actos de corrupción, impunidad y conflicto de intereses.

Objetivos Generales: El Observatorio Ciudadano para un Parlamento Abierto debe tener acceso a las sesiones de los parlamentos, así como promover su transmisión en tiempo real de los procedimientos parlamentarios por canales de comunicación abiertos; además de transparentar las acciones de cabildeo o lobby, observar y aplicar evaluaciones que permitan medir el cumplimiento de los principios de gobierno abierto. Y así incrementar la confianza ciudadana hacia los Parlamentos con acciones que promuevan la transparencia, el acceso a información sobre el quehacer legislativo, y la prevención de la corrupción y los conflictos de intereses.

Objetivos específicos: Facilitar el acceso a información sobre el trabajo parlamentario a la ciudadanía. Colaborar con los Parlamentos a apertura sus datos e incrementar sus indicadores de transparencia legislativa, en especial en relación con la participación, atención ciudadana y rendición de cuentas. Promover la colaboración con los diversos grupos políticos que conformen los Parlamentos para que implementen medidas anticorrupción y transparente su información.

Coalición Juventud y Derechos Humanos Frente a la
 Corrupción y Transparencia en las Américas

Las personas jóvenes son la principal fuerza demográfica para darle sostenibilidad a la estabilidad de la democracia en las Américas, especialmente en América Latina, por lo que instamos a los gobiernos, de los Estados miembro de la Organización de Estados Americanos, a coadyuvar de manera sustancial desde los instrumentos internacionales y de política pública a generar las condiciones para que las y los jóvenes sean los protagonistas de la transformación, especialmente de la renovación de la política y el rejuvenecimiento de nuestras democracias. No podemos permitir que, en países como Venezuela y Cuba, por mencionar dos ejemplos, se sigan coartando de manera sistemática las libertades y los derechos humanos que son condición fundamental para la prosperidad y el desarrollo armónico de las personas, especialmente de las y los niños y jóvenes. 

América Latina es un continente caracterizado por importantes desigualdades. Según José Miguel Insulza (2017) existe una relación entre las desigualdades de orden económico-material y las vulnerabilidades de determinados sectores y grupos sociales que no se pueden desarrollar de manera óptima en la sociedad, según señala el estudio publicado por la Organización de Estado Americano (OEA 2017) sobre la Desigualdad e inclusión social en las Américas. 

Los jóvenes, en todas sus expresiones, se encuentra vulnerables a la exclusión principalmente: las jóvenes mujeres pueden ser excluidas en sus comunidades, los jóvenes en situación de pobreza son excluidos del mercado educativo y laboral, los jóvenes de la comunidad LGBT+ son excluidos de sus familias o de las sociedades. La preminencia de gobiernos autoritarios y dictaduras en algunos países del continente, especialmente en Cuba, Venezuela, Nicaragua y Bolivia, así como una preocupante injusticia social, en el que el 71% de la riqueza se concentra en el 10% más rico de la población en América Latina, deterioran la situación de vulnerabilidad de los jóvenes. En este contexto de desigualdad, exclusión, autoritarismos, y en algunos casos de dictaduras, la concentración de la riqueza y el poder se apoyan mutuamente a través de diferentes prácticas como la corrupción. 

Las personas jóvenes somos la principal fuerza demográfica para darle sostenibilidad a la estabilidad de la democracia en las Américas, especialmente en América Latina, por lo que instamos a los gobiernos, de los Estados miembro de la Organización de Estados Americanos, a coadyuvar de manera sustancial desde los instrumentos internacionales y de política pública a generar las condiciones para que las y los jóvenes sean los protagonistas de la transformación, especialmente de la renovación de la política y el rejuvenecimiento de nuestras democracias. No podemos permitir que, en países como Venezuela y Cuba, por mencionar dos ejemplos, se sigan coartando de manera sistemática las libertades y los derechos humanos que son condición fundamental para la prosperidad y el desarrollo armónico de las personas, especialmente de las y los niños y jóvenes. 

Es necesario pues, levantar nuestra voz para crear políticas públicas holísticas que nos permitan superar las condiciones de vulnerabilidad, ya sea por el abuso desde el poder que ejercen los gobiernos contra las libertades de todas las personas, especialmente de nosotros los jóvenes, o por las demás causas antes expuestas; es así que instamos a fortalecer los mecanismos institucionales de nuestras democracias como el mejor incentivo a la transparencia, con mecanismos innovadores, modernos, sustentables; que nos convoquen como jóvenes, que nos hagan partícipes, que nos sintamos pues actores relevantes de los procesos decisorios del desarrollo; solo así podremos crear una cultura pública inclusiva, fuerte y duradera para los niños, jóvenes y adultos de hoy; pero sin lugar a dudas, para los niños, jóvenes y adultos del mañana.


Coalición “Transparencia, Gobierno Abierto y Participación Pública”

Las 44 organizaciones que conforman la coalición 3 “Transparencia, Gobierno Abierto y Participación Pública” alientan a los gobiernos y las organizaciones de sociedad civil reunidas en la VIII Cumbre de las Américas a aprovechar esta oportunidad para generar consensos y recomendaciones sobre áreas estratégicas para atacar la corrupción de manera efectiva, acompañados con indicadores de monitoreo, resultado e impacto, y que cuenten con la participación de la sociedad civil.

La coalición 3 ha identificado cinco áreas estratégicas para fortalecer el combate a la corrupción que deberían ser incluidas en la Declaración de esta VIII Cumbre de las Américas. Todas estas áreas deben tener como ejes transversales compromisos relacionados al derecho de acceso a la información, con datos abiertos, participación ciudadana efectiva, rendición de cuentas detalladas y órganos de control independientes y autónomos. A continuación, nuestras propuestas:

1. Financiamientos de partidos y campañas
En casi todos los países de Las Américas tenemos casos de candidatos y partidos que utilizan recursos públicos para su beneficio en campañas electorales (en algunos casos ilegales), que generan conexiones, complicidades, beneficios o contratos para grupos económicos, aumentando así las posibilidades de que grupos políticos ganen o permanezcan en el poder. Por ello, los Estados deberían comprometerse a dar seguimiento al gasto en las campañas electorales, asignando la función de control del financiamiento en una institución autónoma e independiente; estableciendo mecanismos obligatorios de registro de todos los ingresos y egresos (recibos certificados, cuentas bancarias únicas y declaración de origen de fondos); instaurar sistemas obligatorios de administración de todos los recursos; instituir la obligación de presentar informes financieros integrados (previos y posteriores a las elecciones) en formato de datos abiertos a la ciudadanía; establecer obligaciones y mecanismos a para garantizar la máxima publicidad de toda la información sobre el financiamiento; prohibición y sanción del uso indebido de los recursos públicos en el contexto de campañas electorales: deben incluirse garantías de acceso y el monitoreo ciudadano a toda la información sobre financiación de partidos y campañas y , crear límites y controles específicos de los disparadores del gasto

2. Presupuestos abiertos, con participación ciudadana y sujetos a control

Es imprescindible un compromiso con la transparencia presupuestaria, la participación ciudadana en el proceso presupuestario y la rendición de cuentas detallada, tres elementos centrales de un adecuado sistema de manejo de los recursos públicos. Las decisiones sobre cómo se recaudan y gastan los fondos públicos están en el centro de la democracia y son críticas para combatir la desigualdad. Si bien la región ha avanzado en los últimos años en transparencia presupuestaria, no es suficiente. Instamos a los Estados a adoptar compromisos dirigidos a aumentar la transparencia presupuestaria, por medio de la publicación en línea y en tiempo adecuado de los documentos que permiten monitorear la confiabilidad del presupuesto; implementar mecanismos de participación pública a lo largo del proceso presupuestario, y asegurar un adecuado sistema de rendición de cuentas del presupuesto nacional garantizando la autonomía y capacidad de gestión de las entidades fiscalizadoras superiores.

3. Sistema de justicia 

El mejor aliado de la corrupción es la impunidad. Reducir drásticamente la corrupción en las Américas pasa a, lo interno de cada país, por fortalecer los sistemas de administración de justicia con mayor autonomía, independencia, tecnología, capacidad y recursos; crear procesos transparentes, competitivos y objetivos de selección de todos los funcionarios de carrera judicial, fiscales y defensores públicos, con sanciones contra la injerencia en los procesos de selección; y fortalecer los sistemas, competitivos y objetivos. A nivel regional: ratificando los instrumentos internacionales sobre cooperación internacional anticorrupción, facilitar su implementación; mejorar y armonizar la legislación de carácter sustantivo en todos los poderes públicos; avanzar hacia la cooperación directa entre fiscalías nacionales y actores judiciales responsables de la investigación de casos de corrupción, sin intermediación de cancillerías; fortalecimiento de las redes especializadas de las autoridades competentes, así como la creación de centros de coordinación regional o equipos internacionales de investigación para atender casos transnacionales; crear herramientas formales de cooperación internacional, y explorar aceptar el uso de herramientas informales de comunicación e interacción entre las autoridades responsables de la persecución penal; y por último impulsar la creación y funcionamiento de registros centralizados de cuentas bancarias, de beneficiarios reales de personas jurídicas, así como dotar de más medios a las unidades de inteligencia financiera.

4. Contrataciones públicas abiertas 
Loe Estados deben comprometerse a prohibir cláusulas de confidencialidad en contratos de contratación de obras, servicios o adquisición de bienes; garantizar la publicación de las declaraciones de intereses y patrimonio de los funcionarios público; y asegurar sanciones para individuos, empresas o instituciones que transgredan las prohibiciones o no cumplan las obligaciones; asignar a las unidades internas las competencias y los recursos materiales, humanos y tecnológicos necesarios; establecer cláusulas anticorrupción en los contratos y mecanismos efectivos para su cumplimiento; y garantizar la máxima publicación de toda la información relativa a toda contratación púbica realizada por cualquier vía.

5. Institucionalidad Interamericana

El sistema interamericano de derechos humanos debe incorporar en su concepción, análisis y trabajo la corrupción, los incentivos perversos que genera, y su vínculo con los derechos humanos. Para ello, los Estados deben comprometerse a apoyar los órganos existentes en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para generar protocolos y procedimientos que permitan un seguimiento continuo y exhaustivos de las formas y modos que asume la corrupción en los diferentes sectores y su impacto en la garantía del estado de derecho y la prevalencia de los derechos humanos.

Coalición para el Desarrollo Humano

A nombre de la Coalición para el Desarrollo Humano de la Human Life International, se somete un resumen de su propuesta, en atención al tema de esta Octava Cumbre de las Américas. 

Un gobierno democrático necesita contar con la confianza y la voluntad del pueblo, para que el mismo pueda prosperar. El efecto de la corrupción gubernamental es la pérdida de la riqueza social nacional, lo cual desalienta e impide que los ciudadanos vivan en una sociedad abierta y justa para todos.

La Coalición para el Desarrollo Humano entiende que la corrupción puede ser mitigada o acabada por medio de un fuerte desarrollo humano en la sociedad, dirigido a lograr una auténtica riqueza social, la cual comprende los siguientes cuatro activos: 

1. Los derechos humanos fundamentales e inherentes de la persona humana, los cuales deben ser respetados y valorados, comenzando con el derecho a la vida desde la concepción hasta la muerte natural. El ejercicio de los derechos humanos propulsa una inclinación personal hacia una conducta ética.

2. El crecimiento demográfico, lo cual depende del respeto dado por la familia en el orden natural. La familia, como la primera célula de la sociedad, impulsa el crecimiento demográfico. El crecimiento demográfico provee un ambiente social en que todas las personas se sienten bienvenidas y son estimadas como invaluables para la sociedad. 

3. La educación con todo su alcance creativo e innovador y de carácter moral. La educación es clave para el logro de una ciudadanía informada y activa. Mediante la educación, se tienen ciudadanos deseosos de aprender y hacer más en la sociedad, desarrollar destrezas múltiples, compartir información, y proveer para una ética seguridad económica personal. 

4. La infraestructura para el logro de un ambiente estable, dinámico, y estructurado, para las vidas de los ciudadanos, sus labores, sus negocios, y su calidad de vida. Faltando la infraestructura necesaria, la riqueza social nacional declina, lo cual crea un ambiente de pobreza y necesidad que puede conducir hacia la corrupción, alegándose que la misma es necesaria para la mera sobrevivencia. 

A su vez, ante la consideración dada al plan de desarrollo sostenible de la Organización de las Naciones Unidas, se propone que, en lugar de hablar sobre el ‘desarrollo sostenible’, se hable del ‘desarrollo humano’. Si la persona humana es entendida como la razón y el motor del desarrollo, entonces la sociedad desarrollará los activos indispensables para el logro de una riqueza social nacional, donde las necesidades son atendidas y las limitaciones son vencidas. El desarrollo humano y el desarrollo social van de la mano. De esa manera, la democracia es servida y la corrupción no tiene espacio en la sociedad. 


Coalición Gobernabilidad Democrática y Corrupción

 La Gobernabilidad Democrática ha sido abordada y analizada tradicionalmente desde la perspectiva de la participación en los procesos electorales para la elección de representantes, el reconocimiento de derechos humanos y los procesos de funcionamiento de los poderes públicos. No obstante, en el actual contexto resulta necesario profundizar el alcance de este concepto, a fin de adaptarlo a la compleja realidad de nuestros pueblos. 

A este respecto, pueden mencionarse un conjunto de aspectos que requieren inclusión prioritaria: la distribución de las riquezas, los derechos sociales, el acceso a los servicios públicos, el endeudamiento de los gobiernos con los capitales transnacionales, el reconocimiento y respeto por la igualdad y equidad de género, los derechos de los trabajadores y trabajadoras, de los pueblos indígenas, los adultos mayores, las personas con discapacidad, así como los derechos de la madre tierra y la participación de actores sociales en la gestión de los asuntos públicos. Tales dimensiones deben ser abordadas en la construcción de una gobernabilidad democrática a fin de responder en forma efectiva a las necesidades y aspiraciones de los pueblos. 

En el análisis de la problemática de la corrupción es imprescindible asimismo no reducir el espectro de actores a los funcionarios gubernamentales, ya que se constata que en este fenómeno intervienen y se benefician igualmente agentes privados. En tal sentido, un efectivo abordaje implica visibilizar las responsabilidades directas del capital nacional y transnacional. 

Asumimos que es importante considerar líneas de trabajo vinculadas a los siguientes ejes temáticos: 

1. Conformación de mecanismos de contraloría por parte de la sociedad civil. 

2. Establecimiento de los ámbitos y alcances de la corrupción: actores privados y públicos. 

3. Construcción de indicadores alternativos sobre la calidad de las democracias. 

4. Desarrollo de estrategias para impulsar «la democratización de la democracia» y lograr la efectiva inclusión del conjunto de sectores en condiciones de mayor vulnerabilidad. 

5. Definir el rol de la OEA en el tratamiento de la Gobernabilidad Democrática y la Corrupción. 

Coalición Internacional de Organizaciones por los D.D.H.H. en las Américas

La Coalición Internacional por los Derechos Humanos en las Américas está integrada por 36 organizaciones que se han articulado por más de dos décadas para promover y defender los derechos humanos en la región. Saludamos que la VIII Cumbre de las Américas dirija su atención a la corrupción, fenómeno que impacta la institucionalidad democrática y el pleno disfrute de los derechos humanos en todos nuestros países. 

Hemos observado con preocupación cómo a través de la colusión de redes criminales, la falta de independencia judicial y el control político del poder judicial se ha deteriorado la administración pública facilitando así actos de corrupción y su impunidad. A esto se le suman los riesgos particulares de las y los defensores de derechos humanos que denuncian estas prácticas, incluidos quienes defienden la tierra y a las personas que se encuentran en situaciones de especial vulnerabilidad. 

A continuación, presentaremos algunas recomendaciones sobre elementos que consideramos de vital relevancia para el combate de la corrupción y solicitamos atentamente que puedan ser tenidos en cuenta por parte de los Estados presentes. 

Primero, vemos de fundamental importancia fortalecer la transparencia y mecanismos de acceso a la información con un enfoque diferenciado. De la misma manera, sería importante reformar el órgano del MESICIC para que sea más independiente, transparente y técnico y especialmente, que garantice la participación efectiva de la sociedad civil. Asimismo, los Estados deben dar cumplimiento a estándares en materia de ética y probidad pública, declaraciones de intereses, presupuestos abiertos, financiamiento político, lavado de activos, datos abiertos, transparencia de beneficiarios efectivos, protección de informantes y periodistas, entre otros. 

Segundo, para promover el combate a la corrupción, los órganos de justicia deben contar con mecanismos preventivos y de control interno, detección temprana de riesgos y régimen disciplinario que garantice una preparación para evitar la cooptación del crimen organizado, además, implementar criterios y metodología de acuerdo con estándares para la elección de altas autoridades: orientación al mérito, participativos y respetuosos del principio de igualdad y no discriminación. 

Tercero, cuando el nivel de corrupción imposibilite que haya un proceso de investigación y sanción al nivel nacional que cumple con los estándares de derechos humanos, los Estados deberían apoyar el sostenimiento y creación y mecanismos híbridos. De manera específica, nos preocupan las amenazas en contra la CICIG y el MACCIH, y llamamos a los Estados a garantizar su independencia y financiamiento. Instamos a garantizar la permanencia de la CICIG, así como de su comisionado Iván Velásquez; ante la renuncia de Juan Jiménez Mayor de la MACCIH, exhortamos a la OEA, a elegir a una persona comisionada, en amplia consulta con la sociedad civil hondureña, que cumpla con los estándares internacionales de independencia, idoneidad y competencia. 

Para concluir, presentamos las consideraciones y recomendaciones más importantes para nuestra Coalición. Es fundamental reconocer que la corrupción tiene consecuencias graves y diferenciadas para distintas poblaciones. La corrupción afecta notoriamente los derechos económicos, sociales, culturales, y ambientales. En particular los pueblos indígenas han sido víctimas de proyectos sin la realización de consulta y consentimiento previo, libre e informado; así como de procesos de concesión y licitación irregulares. 

En cuanto a las personas defensoras de derechos humanos, una alarmante oleada de amenazas, agresiones y asesinatos afecta no solo a su derecho a la integridad sino el derecho a realizar su labor, incluida la lucha contra la corrupción, en condiciones seguras y dignas. En ese sentido, instamos a los Estados promover políticas públicas de protección a defensoras y defensores de derechos humanos, investigar, sancionar y reparar estos hechos, y a dar cumplimiento a las diversas recomendaciones de organismos del sistema universal y particularmente, los órganos del sistema interamericano de derechos humanos.

Coalición “Movimiento por los Derechos Humanos y Contra la Corrupción”

Las 26 organizaciones de la Coalición “Movimiento por los derechos humanos y contra la corrupción”, llamamos la atención de los Estados de las Américas, sobre la necesidad de abordar la problemática de la corrupción desde una perspectiva de derechos humanos, tal como lo afirman las resoluciones 01/17 y 01/18 de la CIDH. La corrupción además de afectar el patrimonio público, impide que los gobiernos cumplan con su obligación de maximizar los recursos disponibles para alcanzar la realización de derechos fundamentales como la educación, la salud, la vivienda, la alimentación y el ambiente sano.

1. Luchar contra la corrupción para reforzar la gobernabilidad democrática en las Américas. 
Varios gobiernos de la región enfrentan una grave crisis de legitimidad, en la que uno de sus componentes son graves actos de corrupción. En varios casos, la malversación de fondos públicos tiene además una relación directa con violaciones a derechos humanos y ambientales. En países con altos niveles de crímenes y violaciones a DDHH, la corrupción afianza la inacción de la justicia o la complicidad de las autoridades con carteles de las drogas; en otros casos, a través de la corrupción se acaparan tierras y desvían fondos estatales; incluso en algunos Estados operan bandas criminales instaladas en la esfera pública con el objetivo único de lucro. Llamamos a los Estados a acoger las recomendaciones formuladas por la CIDH en su Resolución 01/18 sobre corrupción y derechos humanos, fortalecer las políticas públicas y el fomento de una cultura contra la corrupción, así como favorecer una mejor interrelación entre los derechos humanos y los marcos internacionales y nacionales contra la corrupción.

2. Necesidad de participación y protección real de la sociedad civil en las estrategias anticorrupción.

La transparencia, la rendición de cuentas, el acceso a la información y la participación, piedras angulares en la lucha contra la corrupción, tienen su correlato en los derechos a la asociación, libertad de expresión, derecho de acceso a la información pública. Los Estados deben reconocer la importancia de la labor de personas, grupos y organizaciones que defienden derechos humanos y desarrollan acciones de lucha contra la corrupción; garantizar un entorno propicio para el desarrollo de su acción, incluyendo marcos legales favorables al ejercicio de la protesta y movilización social y posibilitar la búsqueda, acceso y difusión de la información, desarrollando canales que respeten sus valores y prácticas culturales, y que se adapten a sus necesidades.
3. Fortalecer el Estado de Derecho Democrático y la administración de justicia. 

Los obstáculos fundamentales para el efectivo cumplimiento del derecho de acceder a una pronta y eficaz actuación de la administración de justicia, se relacionan con la falta de independencia judicial, la existencia de inadecuados marcos legales que contemplan amnistías, indultos, inmunidades, la corrupción de funcionarios incluyendo fiscales y jueces, y la ausencia de garantías de protección a los defensores de derechos humanos y a los “whistleblowers”. Llamamos a los Estados a reforzar la independencia del poder judicial; permitir la intervención de grupos de la sociedad civil en las investigaciones penales; reformar las instituciones de modo que incrementen los costos de la corrupción, por ejemplo, sanciones a partidos políticos, revisión de quantum de las penas, limitación de subrogados penales, etc. 

4. Reforzar y ampliar los mecanismos transregionales de lucha contra la impunidad. 

La Operación Lava Jato en Brasil, y los trabajos de la CICIG en Guatemala, han permitido desvelar complejos entramados de corrupción transnacionales, en este último caso además existencia de una criminalidad compleja, compuesta por Redes político-económicas ilícitas (RPEI) que han cooptado al Estado, con prácticas políticas “normalizadas” cuyo fin es el enriquecimiento ilícito. Llamamos a los Estados de las Américas a declarar en el marco de la Cumbre de las Américas su apoyo y reconocimiento al trabajo y a los resultados de la CICIG en Guatemala y la urgencia de reencauzar la MACCIH en Honduras, como mecanismos necesarios en la lucha contra la corrupción y la impunidad. Asimismo, a respaldar para México el establecimiento de un mecanismo internacional de lucha contra la impunidad y la corrupción.


Coalición “Foro Regional por los Derechos Sociales, Culturales y Políticos de Niñez y Género”
Declaramos la importancia de impulsar la implementación de la recomendación 1/18 de la CIDH, ya que constituye la corrupción uno de los más graves problemas regionales y globales para la gobernabilidad democrática.  Se requiere por ello, un Plan de Acción Estratégico para la Región con estándares, indicadores y acciones de los Estados y sus contextos, con un rol específico de colaboración y veeduría de la sociedad civil y actores sociales.

Atendiendo la crisis de los Estados Nacionales, y su fragilidad frente al crecimiento de corporaciones y factores económicos globales, y asociaciones ilícitas trasnacionales, es necesaria la urgente creación de instancias regulatorias en la Región de carácter vinculante dentro del orden jurídico, administrativo, comercial, penal, civil, teniendo en cuenta el mundo digital del que somos parte, su impacto y el potencial de las nuevas tecnologías. Estas fuerzas operan también sobre la independencia del poder judicial, cooptando y afectando ese poder del Estado.  Del mismo modo es urgente sancionar nuevas leyes y reglas sobre el financiamiento de los partidos políticos, ya que afecta nuestras democracias, por el entramado de corrupción dado el enorme costo de las mismas y los compromisos asumidos vía financiamiento de campañas políticas, que generan la puesta en marcha de programas, acciones, o contrataciones públicas sesgadas por prácticas de corrupción. 

La Gobernabilidad Democrática requiere un fuerte enfoque en la consideración de nuevas prácticas de incidencia de la sociedad civil y de la ciudadanía en la administración pública, creación de indicadores sobre transparencia, acceso a la información. Incluyendo códigos de ética anticorrupción del funcionariado, informe público de rendición de cuenta, auditorias y vocería ciudadana. La implementación de normas y prácticas supervisadas, respaldadas por una cultura de valores y de anticorrupción dirigida a todos los niveles de Gobierno, así como efectuar evaluaciones periódicas a través de órganos consultivos conformados por ciudadanía, y sociedad civil sin relación política con los mismos, que permitan transparentar acciones y decisiones, incluyendo evaluaciones y auditorías al personal que tenga trato con proveedores.

Alarmadas ante como la corrupción afecta los derechos de las mujeres, niñas y niños, siendo víctimas de trata y explotación.  Requerimos prevención y asistencia a las víctimas con adecuados presupuestos, #Inamenos, #Niunamás; #VivasNosQueremos #Metoo, dan cuenta que son urgentes Políticas Públicas de género a nivel Nacional, con estrategias y protocolos para garantizar inclusión, prevención y atención de la violencia de género. La paridad como principio democrático de este siglo, es la base para la toma de decisiones. El acceso pleno a la educación y ejercicio pleno de los derechos debe incluir programas y políticas de salud sexual y reproductiva que efectivamente lleguen a mujeres y jóvenes, regulando la despenalización del aborto.  Resaltamos la importancia de la implementación de políticas públicas inclusivas, de políticas sociales que devuelvan el status de ciudadanía a los sectores más vulnerables, al brindar igualdad no solo de oportunidades sino de resultado especialmente a mujeres, niñas y niños tanto en el ámbito educativo, económico, social, cultural, y político fomentando una ciudadanía activa, desde la infancia para lograr un pleno desarrollo.

Es vital trabajar colaborativamente, construir espacios de diálogo, revalorizar creativamente la relación entre Sociedad y Estado, entre Democracia y ciudadanía, y erradicar prácticas de discriminación interculturales, sexistas y patriarcales. Luchar contra la corrupción, cumplir los objetivos de Desarrollo sostenible y la agenda 2030 en Sociedades Plurales y Diversas requiere una cultura inclusiva en Estados de Derecho consolidados, expresamos desde la sociedad civil nuestro compromiso, acciones y apoyo para lograr ese fin en este siglo XXI.  


Coalición “Poblaciones, Ds y Dr (Derechos Sexuales y Derechos Reproductivos) y Desarrollo”

Nuestra coalición conformada por distintos movimientos sociales de jóvenes, mujeres indígenas, afrodescendientes, mujeres con VIH, mujeres con discapacidad, trabajadoras sexuales, mujeres católicas, defensoras de derechos humanos, defensoras del medio ambiente, de los derechos sexuales y reproductivos, feministas y personas LTGBI, de todas las Américas hemos trabajamos en la definición de los problemas y la vulneración de derechos que más nos preocupan en relación a la gobernabilidad democrática y corrupción en la región que exponemos a continuación:

· La cada vez más alarmante avanzada de casos de corrupción en los gobiernos de la región, situación que exacerba la precarización y debilidad de la institucionalidad democrática afectando el principal pilar en todo Estado: la garantía de los derechos humanos sin discriminación alguna.

· La debilidad democrática que se expresa en amenaza, desprotección y desigualdad para defensores y defensoras de derechos humanos, niñas, adolescentes, jóvenes, mujeres, pueblos indígenas y afrodescendientes, mujeres con VIH, trabajadoras sexuales y personas LGBTI, frente al despliegue de una avanzada fundamentalista anti derechos y racista en la mayoría de los países de la región.

· En el año 2017 se intensificó la ofensiva en contra de la igualdad de género, pese a que su incorporación es una obligación fundamental de los Estados fundada en el principio de igualdad y el mandato de no discriminación. Ofensiva que opera en detrimento de los derechos sexuales, derechos reproductivos, en el acceso a la educación sexual integral, a los servicios de salud sexual y reproductiva con pertinencia cultural, al derecho a vivir libres de violencia, sin riesgo para la salud y las vidas de las mujeres.

· La cada vez más creciente persecución de las y los defensores de DDHH y de los derechos sexuales y reproductivos. El reciente asesinato de Marielle Franco en Brasil, defensora, feminista, negra y lesbiana, es una clara muestra de ello.

En tal sentido, consideramos que:
· En el marco de un régimen democrático, el respeto y garantía de los derechos humanos sin discriminación alguna es fundamental. Corresponde entonces a los Estados que se reunirán en la VIII Cumbre de las Américas comprometerse a terminar con cualquier forma de discriminación y se contribuya a acabar con todas las formas de desigualdad y violencia que viven niñas, mujeres, jóvenes y personas LTGBI.

· Cumplir los estándares en materia de respeto a los derechos humanos, sin admitir retrocesos ni injerencia de postulados religiosos. En ese sentido avanzar hacia la garantía y ejercicio de Estados laicos y con base en la ciencia es un compromiso ineludible.

· Asegurar los procesos de denuncia e investigación de los actos de corrupción, garantizando la vigilancia y participación activa de la sociedad civil, estableciendo marcos legales que protejan a las/os denunciantes, testigas/os e investigadas/os. Dar una lucha real y efectiva contra la corrupción y a favor de la gobernabilidad democrática implica que casos como los de Marielle no se repitan nunca más.

Coalición “Coordinación Indígenas de Abya Yala”
*************************

Coalición “Por Un Mundo Inclusivo y Respetuoso”
*************************

Coalición “Religiones, Creencias y Espiritualidades en Diálogo con la Sociedad Civil”
La corrupción es un flagelo que las sociedades latinoamericanas cargan desde los comienzos de la conformación de los estados-nación. Es un tema generalmente asociado con la administración del poder, pero que en realidad toca aspectos básicos de la convivencia y ética sociales. Por esta razón, hablar de corrupción implica una tarea que concierne a toda la ciudadanía, a la clase política y a las organizaciones de sociedad civil, que conviven con estas dinámicas en el día a día, tanto a nivel interno como también sufriendo las consecuencias estructurales que acarrea. 

La corrupción atenta contra los valores éticos de nuestras sociedades. Sus malas prácticas no tienen que ver con hechos aislados que comprometen sectores específicos, sino que representan instancias que requieren de un abordaje abarcador y alineado con una comprensión desde los derechos humanos. Desde el respeto a la dignidad humana, así como al desarrollo social.

Desde la perspectiva religiosa y espiritual que promueve esta Coalición, queremos abogar por un tratamiento amplio de la corrupción. Esto, desde la imperiosa necesidad de que sea un tema discutido en el marco de los derechos humanos y, principalmente, desde una denuncia a todo tipo de acción que pretenda legitimar un espacio o posición de poder para beneficio propio y en detrimento de la dignidad de la comunidad social, de la expresión plural y del desarrollo de lo diverso. Inclusive los propios espacios de fe y espiritualidad deben realizar una profunda auto-crítica sobre los niveles de corrupción tanto sobre su actuación pública como de sus dinámicas institucionales y discursos teológicos, en los cuales se plasman cosmovisiones contrarias a la dignidad humana.

De aquí, hacemos un llamado a los Estados y a las organizaciones de la sociedad civil sobre la necesidad de tener en cuenta los siguientes elementos hacia la construcción de una ética social inclusiva y comprometida, que enfrente las problemáticas éticas vinculadas a la corrupción, especialmente sus consecuencias sobre los grupos en situación de vulnerabilidad. 

1. Reconocemos la importancia que poseen las comunidades y voces religiosas en el espacio público para tratar estas temáticas. Pero al mismo tiempo, cuestionamos aquellas perspectivas que se levantan como expresión monopólica de toda fe o creencia –especialmente las cristianas- que entremezclan posicionamientos morales particulares con la totalidad de las voces que forman parte de su comunidad como de otras expresiones de fe. Lo religioso es un espacio plural y diverso, donde las prácticas y discursos no poseen un modo único de plantear la vida, las relaciones o las cosmovisiones sobre la realidad. De aquí, denunciamos a aquellos grupos y sectores que en nombre de la fe abogan por la negación de las diversas perspectivas sobre el género, la diversidad sexual, los modelos de familia, los proyectos educativos y los tipos de sociedad deseados, estigmatizando la diferencia de manera anti-democrática, y, lo que creemos peor aún, en nombre de lo divino. Las religiones no poseen voces monopólicas, ni hacia dentro de sus comunidades, ni sobre la sociedad en general. Menos aún se sostienen en perspectivas únicas sobre la familia, la sexualidad o lo social. 

2. Uno de los temas más sensibles en nuestro tiempo es la aún presente resistencia hacia una agenda política inclusiva, donde las diversidades sexuales, la educación sexual y las políticas de salud reproductiva sean temas que puedan tratarse y aplicarse con la libertad que merece, sin ser instancias de discriminación y condena. De aquí, denunciamos el uso del extendido término “ideología de género” como un calificativo empleado sólo en términos condenatorios y discriminatorios, sin sustento real alguno. Reconociendo que esta expresión es manipulada especialmente por espacios religiosos, queremos plantear, desde una visión alternativa de la fe y las creencias, que las religiones no tienen posiciones monolíticas sobre las perspectivas de género, ni en la historia ni hoy. Más bien, existen incontables elementos teológicos, discursivos, simbólicos y rituales, donde la fe y lo religioso representan instancias inclusivas, de reconocimiento y promoción de la diferencia y la pluralidad, hecho por el cual también las comunidades religiosas son actores que pueden apoyar el desarrollo de políticas públicas relacionadas con estos temas.

3. Una situación preocupante es el creciente número de femicidios y de casos de violencia de género. Lamentablemente, estos temas también son banalizados por la ciudadanía, y muchas veces por actores religiosos, que estigmatizan a las mujeres por sus comportamientos y decisiones de vida. Vemos con tristeza que muchos gobiernos han desfinanciado programas de atención a las mujeres, a las víctimas de violencia y de concientización sobre perspectivas de género, apelando en algunos casos a críticas absurdas sobre el feminismo. Hacemos un llamado, no sólo a un cambio urgente en políticas públicas con respecto a las mujeres, sino también hacia dentro de las comunidades religiosas y sus discursos estigmatizantes sobre los roles de género y las nuevas masculinidades. Nada más lejos de las perspectivas ancestrales y teológicas donde el ser humano, en su plenitud sexual, tiene el mismo lugar frente a lo divino, al cosmos, a la comunidad y al prójimo.

4. Esto también nos lleva a plantear que el neoconservadurismo y el fundamentalismo no son sinónimos de lo religioso. Lamentablemente, muchos espacios religiosos han sido funcionales a políticas y modelos de este tipo, nuevamente apelando a ello desde una perspectiva teológica, utilizando de forma sesgada la lectura de textos sagrados y discursos de fe. Esto ha llevado a que lo religioso se vea como un elemento ajeno al sentido de pluralidad, tanto hacia la sociedad como también hacia su mismo seno, ya que la persecución también se vive en la disidencia interna de sus comunidades. De aquí, nuevamente planteamos el hecho de que las creencias religiosas, en todas sus expresiones, dan lugar a voces y perspectivas alternativas, donde la diversidad, lo plural, el compromiso con los sectores en situación de vulnerabilidad, la lucha por los derechos humanos, y la inclusión de los sectores excluidos, no sólo son parte de una agenda de incidencia sino una respuesta a la misma fe.

5. Por todo esto, creemos necesaria una discusión profunda con respecto a las perspectivas sobre la laicidad de nuestras sociedades y Estados. Por un lado, aunque la mayoría de Estados en América Latina se declaran laicos, la realidad es que aún mantienen una impronta cristiano-céntrica, al punto, en muchos casos, de financiar la misma estructura de la iglesia católica, lo cual está lejos de un sano espíritu de laicidad, y más aún, democrático. Por otro lado, también vemos que las voces religiosas consultadas generalmente por los gobiernos y la clase política responden a perspectivas tradicionales y patriarcales de la jerarquía, las cuales precisamente responden a visiones comúnmente conservadoras y resistentes a agendas de derechos humanos. 

Queremos finalizar haciendo un llamado a los Estados y organizaciones de sociedad civil, para que convoquen voces religiosas alternativas en el tratamiento de temáticas sensibles que conciernen a políticas públicas y la construcción de un ambiente democrático plural y diverso, para que “lo religioso” no quede vinculado sólo a miradas moralizantes particulares. Además, estas luchas puedan encontrar un eco dentro del mismo campo religioso, el cual es fundamental en todas las dinámicas presentes en nuestras sociedades, y que además está compuesto por muchas personas dispuestas a movilizarse y colaborar activamente, desde su propia fe, por la defensa de la inclusión, la pluralidad, la justicia y por una ética que resiste la corrupción de las relaciones sociales y la dignidad humana.

Coalición Americana Sobre Políticas de Drogas para las Cumbres de las Américas (CAPD)

Corrupción y Desarrollo Sostenible es un tema de gran preocupación para las organizaciones de la sociedad civil que trabajamos sobre políticas de drogas desde una perspectiva de salud, derechos humanos y desarrollo. 

La corrupción, al incentivar la falta de transparencia e impedir la participación de diversos sectores de la sociedad en la planificación e implementación de políticas nacionales y regionales, afecta el desarrollo sostenible y el acceso de la población a sus derechos, convirtiéndose en un obstáculo para el crecimiento. Esta problemática se refleja claramente en el modelo actual de las políticas de drogas, cuyo éxito es seriamente cuestionado y que establece una alianza espúrea entre Estado y narcotráfico. En este sentido, al declarar la producción, tráfico y consumo de algunas drogas como una actividad ilegal, los Estados desempeñaron un papel en el surgimiento del narcotráfico, cuyo poder y alcance no puede entenderse sin cierta protección del Estado, que tiene como base la corrupción. 

En esta Octava Cumbre de las Américas la agenda de los presidentes del continente no debe de omitir debatir las políticas de drogas, pues las mismas constituyen un problema de desarrollo que debe ser seriamente atendido por los Estados. Hacemos un llamado a los mandatarios de la región a revisar las consecuencias negativas que la guerra contra las drogas ha tenido sobre el desarrollo sostenible del pueblo de las américas y el ejercicio y goce de los derechos humanos. Instamos a tomar en consideración las siguientes propuestas: 

· Poner fin a las políticas punitivas de drogas y el consecuente aumento de violencia en el continente: entre los objetivos de desarrollo sostenible se encuentra la reducción sustancial de todas las formas de violencia y las correspondientes tasas de mortalidad en todo el mundo, exhortando a los gobiernos y las comunidades a encontrar soluciones duraderas a los conflictos e inseguridad. Como es ampliamente conocido, una consecuencia de la guerra contra las drogas ha sido el aumento de la violencia, alimentando los conflictos armados existentes. Países donde el comercio de droga se ha reunido con una militarizada política de drogas a menudo han experimentado un aumento en las tasas de mortalidad por homicidios y otros crímenes, incluida la extorsión y el secuestro, que organizaciones delictivas usan como fuentes de ingresos. 

· Desarrollar y adoptar medidas alternativas a la condena o el castigo por delitos menores y/o no violentos relacionados con drogas y poner énfasis en la persecución de organizaciones de tráfico de drogas: las deficientes políticas adoptadas por los Estados en la materia han llevado a la vulneración de los derechos humanos de los eslabones más débiles de la cadena del tráfico ilícito de drogas. En esta dirección, personas que usan drogas, mujeres, jóvenes, pobres, minorías étnicas y raciales suelen estar sujetas a detenciones arbitrarias, a menudo por ofensas menores de drogas, mientras que las ineficaces leyes y la enorme corrupción aseguran que los grandes traficantes pocas veces terminen tras las rejas. Asimismo, el modelo punitivo impulsado por la guerra contra las drogas no ha tenido como resultado la reducción del narcotráfico sino la multiplicación, concentración, especialización y diversificación organizaciones de tráfico de drogas, alimentado por la impunidad, la corrupción y la debilidad institucional de los Estados. 

· Reducir la corrupción y fortalecer las instituciones del Estado: corrupción, junto con intimidación, es la herramienta dominante que las organizaciones de tráfico de drogas usan para infiltrarse en la vida pública. Las muchas formas en que las organizaciones criminales incapacitan o colonizan las instituciones gubernamentales van más allá de meros procedimientos administrativos. Corromper procesos electorales y políticos como la financiación de campañas, el financiamiento de medios de comunicación masivos, forzar instituciones gubernamentales para ceder sus mandatos a otras organizaciones, son mecanismos que corrompen el sistema e incapacitan a los gobiernos. 

· Poner fin a la erradicación forzosa de coca, cannabis y amapola y reemplazarlas por políticas sustentables: algunos de los grandes problemas que enfrenta nuestra región como la erradicación forzosa de cultivos de uso ilícito causan daños irreparables a los agricultores y sus comunidades, aumenta la pobreza, promueve la violación de derechos humanos, la inestabilidad política y el conflicto social, y a menudo beneficia a los grupos criminales armados. Un enfoque integral debe partir de esos escenarios locales y regionales, introducir medidas para el desarrollo rural integral, modificar las estructuras concentradas de tenencia de la tierra, dar acceso a créditos y mercados para los productos alternativos, y gobernanza democrática. La apertura de mercados para productos naturales de coca, y medicinales de cannabis es una tendencia de la cual la región puede aprovechar. 

· Desarrollar políticas de drogas desde una perspectiva de reducción de riesgos y daños que incluya la promoción de la salud desde una perspectiva de salud pública: Incorporar un abanico completo y diverso de respuestas de salud pública. La atención de las distintas situaciones de consumo problemático de drogas requiere respuestas diversas, especialmente en contextos donde tal consumo se combina con pobreza extrema. 

· Suprimir las barreras de acceso de la población a medicamentos de uso controlado: la aplicación excesivamente estricta de las convenciones internacionales de control de drogas para evitar el desvío de medicamentos controlados a mercados ilícitos resulta en limitaciones significativas al acceso a medicamentos esenciales, como los opiáceos para el alivio del dolor, particularmente en países de ingresos bajos y medianos. 

· Avanzar en la regulación del mercado de cannabis y hoja de coca partiendo de experiencias regionales: los esfuerzos emprendidos en ejercer un control represivo sobre la producción y consumo de drogas y las políticas estatales basadas en la ilegalidad de las mismas, han tenido las consecuencias no deseadas de aumentar el consumo, la producción y la violencia vinculado a esos mercados. La regulación de la producción y acceso a sustancias consideradas actualmente ilegales, permitiría arrancar a las organizaciones criminales el monopolio que hoy tienen sobre esos mercados y que han generado violencia, corrupción y falta de acceso a los servicios sanitarios y sociales de las personas que usan drogas. 

· Reasignar los recursos destinados al control militarizado de las drogas hacia políticas integrales que coloquen en el centro al ser humano: llevamos décadas de recursos dilapidados en respuestas bélicas que sólo han servido para multiplicar la espiral de violencia, la corrupción y la criminalidad en nuestros países. Son necesarias respuestas estatales que promuevan la paz, el desarrollo, la atención de la salud y el respeto de los derechos humanos. 
La sociedad civil insta a los Estados a poner fin a la guerra contra las drogas y reclama un debate democrático y transparente sobre la materia que tenga en cuenta las lecciones aprendidas del pasado.
Coalición “Alianza Interreligiosa para la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible”

La ética pública es una preocupación fundamental para las comunidades religiosas.  Sin embargo, su participación en los esfuerzos anticorrupción ha sido desigual en los países de la región.  Muchas organizaciones religiosas no están familiarizadas con los programas nacionales anticorrupción. La VIII Cumbre de las Américas está siendo una oportunidad para involucrar a las diversas comunidades religiosas del hemisferio de manera más efectiva en los esfuerzos anticorrupción, considerando que existe un amplio campo de preocupaciones compartidas sobre los efectos nocivos de la corrupción en las personas más pobres y vulnerables. El papa Francisco ha denunciado que: “La corrupción la pagan los pobres, que son privados de aquello a lo cual tienen derecho para sostener la avidez de los poderosos… La corrupción la pagan los hospitales sin medicina, los enfermos que no tienen terapias, los niños sin educación”.

Entendemos que la lucha contra la corrupción está enlazada con el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) en 2030, los cuales incluyen la meta 16.5 Reducir considerablemente la corrupción y el soborno en todas sus formas.  Asimismo, comprendemos que para el combate contra la corrupción es necesaria una respuesta integral que incluya un enfoque de derechos humanos, en razón del impacto desproporcionado que tiene sobre las personas que pertenecen a los grupos vulnerables y desventajados. La reciente resolución 1/18 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) considera a la corrupción como un complejo fenómeno que afecta a los derechos humanos en su integralidad –civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales–, así como al derecho al desarrollo, y por ello, también, debilita la gobernabilidad y las instituciones democráticas, fomenta la impunidad, socava el Estado de Derecho y exacerba la desigualdad.

Por ello, nuestra Coalición propone:

1. Alentar los programas de educación en valores, en todos los niveles de enseñanza, que promuevan la capacidad de discernimiento para generar comportamientos basados en la integridad, entendida como una convivencia fundada en los valores de la honestidad, la confianza y el respeto;
2. Promover la responsabilidad ética corporativa o empresarial, que comprende todos los aspectos de la conducta de los negocios y es relevante en cuanto a la conducta individual de las personas como a la de las organizaciones en su conjunto y, por ello, rechazar el concepto de que los ejecutivos empresariales, siempre y cuando cumplan con las leyes, tienen como única responsabilidad, maximizar las ganancias por sus actividades;

3. Establecer objetivos hemisféricos de integridad pública, que incluyan compromisos en los más altos niveles políticos, responsabilidades institucionales en el sector público, enfoques estratégicos basados en datos empíricos, normas de conducta estrictas para los funcionarios públicos, colaboración del conjunto de la sociedad, inversión en liderazgo integro, mecanismos de sanción apropiados y participación de la sociedad civil;

4. Fortalecer la lucha contra la financiación ilegal de los partidos políticos y sancionar la responsabilidad penal de quienes reciben o entregan, como personas físicas y/o jurídicas, pagos emanados de la corrupción y/o encubiertos por actos de lavado de activos;

5. Alentar la participación ciudadana en las denuncias contra la corrupción, en todos los ámbitos de las administraciones públicas, y en el seguimiento ciudadano de las causas judiciales de corrupción, para erradicar la impunidad;

6. Mejorar la cooperación penal hemisférica, que comprenda el intercambio de evidencia jurídica a través de la colaboración directa entre las Fiscalías sin intervención de los Poderes Ejecutivos y la facilitación de las delaciones premiadas en múltiples jurisdicciones;

7. Actualizar la Convención Interamericana contra la Corrupción (CICC), para responder a la creciente ola de corrupción de empresas transnacionales con sedes en otros países del hemisferio; y;

8. Reformar el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC), para dotarlo de carácter independiente, transparente y técnico, y que incluya la participación activa y efectiva de la sociedad civil.

Coalición Regional por los Derechos de las Mujeres y Niñas con Discapacidad
Esta coalición toma como marco de referencia para los estándares de derechos humanos vigentes y en materia de discapacidad la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD).
 Este instrumento reconoce que, debido a las múltiples formas de discriminación que se cruzan basadas en el género y la discapacidad, las mujeres y las niñas con discapacidad enfrentamos barreras únicas y generalizadas para disfrutar plenamente de nuestros derechos.

La gobernabilidad democrática requiere de la participación de todos los sectores de la sociedad. Para que los sectores más desfavorecidos puedan participar, los Estados deben tomar medidas afirmativas que remuevan las barreras históricas. Los Estados de la región deben promover un entorno en el cual las personas con discapacidad puedan participar de los asuntos públicos, sin discriminación y en igualdad de condiciones con las demás. Es su obligación atender en mayor medida aquellas situaciones en las cuales se entrecruzan condiciones de vulnerabilidad como la discapacidad y el género. 

La mayoría de los estados de la región no reconocen plenamente el derecho a la capacidad jurídica y todavía permiten la sustracción o restricción de la capacidad jurídica únicamente con base en la discapacidad.
 Debido a que la sustracción de la capacidad jurídica tradicionalmente conlleva la restricción de la participación política y otros derechos, somos el único grupo poblacional al que todavía se le puede restringir el derecho a elegir y ser elegido de manera abiertamente discriminatoria. La sustracción de la capacidad jurídica también se usa para realizar procedimientos médicos forzosos a personas con discapacidad, con un impacto desproporcionado sobre MNcD.

Aunque se han realizado avances en cuestiones de representatividad, como la aprobación de algunas leyes de paridad de género para las candidaturas legislativas, estas leyes no transversalizan la cuestión de la discapacidad ni entrecruzan factores identitarios de discriminación, como la clase social, la condición socio-económica desventajosa o la etnia. 

Para que la participación en la vida política de las MNcD sea una realidad, deben asegurarse del mismo modo la educación de calidad, el acceso a la información y la libre expresión de opinión en todas las circunstancias de la vida pública. La corrupción que inhabilita a numerosas mujeres y niñas a participar de la vida política puede verse en la escasa implementación de los procesos de accesibilidad electoral, pero también en las prácticas que hacen deficiente la educación inclusiva, el acceso al trabajo y, en general, de los derechos que nos permiten salir de nuestras casas y desarrollar una vida digna como parte de la sociedad.

El Comité CDPD ha afirmado con claridad que existe una obligación de consulta a las personas con discapacidad frente a la estructuración e implementación de políticas públicas que les afecten.
 Un reciente llamado del Comité CDPD exige además que se consulte directamente a las organizaciones de mujeres con discapacidad sobre los problemas que nos afectan de manera desproporcionada.
 

Uno de los grandes problemas para la determinación de política pública sobre discapacidad, y para las MNcD, es la falta general de datos al respecto. Este ha sido un problema crónico a nivel mundial y, luego de mucha incidencia y de insistencia por parte de organizaciones de base, solamente hasta ahora hay algunos avances. En los Estados de la región este desalentador panorama persiste. Esto, sumado a la ignorancia y reticencia frente a la implementación de estándares internacionales, propicia malas prácticas y prácticas corruptas a la hora de adoptar políticas públicas que atiendan efectivamente a MNcD. 

En diferentes Estados de la región existen prácticas generalizadas de corrupción que vulneran los derechos humanos de las mujeres y niñas con discapacidad y obstaculizan el acceso a la justicia en la denuncia y búsqueda de reparación de estas situaciones. 

Las políticas públicas en materia de violencia de género no tienen en cuenta la perspectiva de discapacidad. Nuestra invisibilización a partir de la carencia de datos estadísticos y la inexistencia de dispositivos accesibles, impiden el acceso al sistema de promoción y protección de derechos. Esta situación representa una clara vulneración al ejercicio de los derechos de las mujeres y niñas con discapacidad enunciados en la CDPD. La VBG incluye situaciones de violencia institucional tanto en las instituciones de atención específica como en otras por donde las mujeres transitan (justicia, salud, educación). 

Con frecuencia, las mujeres y niñas con discapacidad en el mundo ven vulnerados sus derechos sexuales y reproductivos, resultando en una falta de apoyo en una amplia gama de problemas relacionados con la salud sexual y reproductiva.
 Una situación que constituye tanto VBG y es una vulneración a los DSSR de las mujeres y niñas con discapacidad es la esterilización forzosa. De manera corrupta, funcionarios de los sistemas de salud incumplen sus obligaciones al permitir estos procedimientos sin el lleno de los requisitos legales o reportándolos fraudulentamente como procedimientos consentidos.
 Estos actos rara vez son investigados y afectan desproporcionadamente a mujeres y niñas con discapacidad, ya que son objeto de prácticas como la esterilización, anticoncepción e interrupción del embarazo de manera forzosa.
 

Recomendaciones:

1. Incorporar de manera sistemática los intereses y los derechos de las mujeres y niñas con discapacidad (MNcD) en todos los planes de acción, estrategias y políticas nacionales relativos a la mujer, la infancia y la discapacidad, así́ como en los planes sectoriales sobre participación política.

2. Revisar la legislación sobre participación política para eliminar las barreras para las MNcD
3. Implementar de manera adecuada los estándares de participación política consagrados en la CDPD y las observaciones generales y finales de su Comité. 

4. Los Estados deben tomar nota de la multidimensionalidad de la participación política, no reducirla a los procesos electorales y comprender que para que la participación en la vida política de las MNcD sea una realidad, deben asegurarse del mismo modo la educación de calidad, el acceso a la información y la libre expresión de opinión en todas las circunstancias de la vida pública. 

5. Generar información cualitativa y cuantitativa confiable sobre la situación social de MNcD, incluyendo las organizaciones sociales de MNcD.

6. Incorporar la perspectiva de discapacidad en todas las leyes políticas públicas orientadas a promover los derechos sexuales y reproductivos de la población y que se dote con un presupuesto acorde a la obligación del Estado de destinar el máximo de los recursos de los que dispone para lograr la plena efectividad de los DSSR. 

7. Garantizar la integridad corporal de las MNcD al asegurarse de que todos los procedimientos que se realicen cuenten con su consentimiento libre, autónomo e informado. Con este fin, todos los Estados deben reconocer el derecho a la capacidad jurídica plena consagrado en el artículo 12 de la CDPD.

8. Reconocer explícitamente los DSSR de las MNcD, garantizando el ejercicio libre, autónomo, seguro y saludable de su sexualidad y de la maternidad, si desean ser madres, por medio de la provisión de apoyos para la maternidad.

9. La Coalición recomienda que los Estados cumplan con la obligación de consulta en general para personas con discapacidad y en particular para MNcD. Con este fin, recomendamos que los Estados revisen en detalle las observaciones finales que ha realizado el Comité CDPD y las implementen a cabalidad, entre ellas las que citamos en este apartado de nuestra intervención. 

10. Generar información cualitativa y cuantitativa confiable sobre la situación social de MNcD, incluyendo las organizaciones sociales de MNcD.

11. Adoptar, implementar y monitorear estándares internacionales en la producción de políticas públicas y la presentación de servicios públicos.

12. Adoptar mecanismos obligatorios de rendición de cuentas que incluyan a las MNcD y que generen información accesible y periódica sobre la gestión del Estado.

13. Implementar medidas de accesibilidad en el sistema de justicia, incluyendo ajustes de procedimiento, para las MNcD con el fin de que puedan denunciar, testificar y participar plenamente de los procesos administrativos, prejudiciales y judiciales.

14. Realizar formación a los y las operadores de justicia sobre los derechos de las MNcD con énfasis en la eliminación de estereotipos compuestos sobre el género y la discapacidad.

15. Incorporar la perspectiva de discapacidad para todas las leyes y políticas públicas para enfrentar la VBG.

16. Avanzar en la eliminación de los dispositivos de alojamiento aislacionistas y segregacionistas que insisten en lógicas hospitalarias-asilares que no cumplen con estándares internacionales vigentes, especialmente dentro del sistema de salud mental, para asegurar el tratamiento de las MNcD en la comunidad.

Coalición LGBTTTI de Incidencia en las Américas

Afirmamos que la corrupción transgrede las normas legales y los principios éticos; e implica el incumplimiento de manera intencionada del principio de imparcialidad. Si se incumplen o desafían intencionalmente normas legales o principios éticos de derechos humanos se incurre en un acto de corrupción aún más grave. 

La corrupción tanto administrativa como política en el ejercicio de un cargo público, apela frecuentemente a la voluntad mayoritaria, principios seudocientíficos, valores culturales, tradicionales o seudo-religiosos cuestionables con el fin de justificar la transgresión a las normas legales o los principios éticos que garantizan  los derechos fundamentales de cada ser humano con la intención de captar la aprobación mayoritaria con fines electorales, a la vez que se distrae la atención de la comunidad en situaciones controvertidas.

Cada acto de corrupción que impide el ejercicio pleno de derechos humanos niega la posibilidad de avanzar de manera positiva a nuestras sociedades. Cuando estos actos incurren en retrocesos normativos, de leyes, y políticas públicas, así como en la instauración de marcos normativos restrictivos de derechos universalmente reconocidos, legitiman y promueven violencias y generan un mayor riesgo a poblaciones históricamente discriminadas, a la vez que promueven la impunidad de quienes ejercen esa violencia.

Las normas y principios internacionales de derechos humanos son claros al respecto y no admiten interpretaciones elusivas de ningún tipo.  La Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión Consultiva OC-24/17 del 24 de noviembre de 2017, publicada el 9 de enero de 2018 aclara que: “la falta de un consenso al interior de algunos países sobre el respeto pleno por los derechos de ciertos grupos o personas que se distinguen por su orientación sexual, su identidad de género o su expresión de género, reales o percibidas, no puede ser considerado como un argumento válido para negarles o restringirles sus derechos humanos o para perpetuar y reproducir la discriminación histórica y estructural que estos grupos o personas han sufrido”.

Más aún, la Corte señaló que los Estados “en su calidad de garante(s) de la pluralidad de derechos, debe(n) respetar y garantizar la coexistencia de individuos con distintas identidades, expresiones de género y orientaciones sexuales, para lo cual debe asegurar que todas ellas puedan vivir y desarrollarse con dignidad y el mismo respeto al que tienen derecho todas las personas”. 

La Opinión Consultiva de la Corte tiene relevancia jurídica para todos los Estados Miembros de la OEA, no sólo para los Estados parte de la Convención Americana. 

Coalición por la Dignidad de las Personas con Discapacidad en las Américas

Nuestra Coalición Por La Dignidad De Las Personas Con Discapacidad En Las Américas está integrada por más de 150 organizaciones nacionales, locales, regionales y subregionales; lideradas por la Unión Latinoamericana de ciegos ULAC y la Red de organizaciones no gubernamentales de personas con discapacidad y sus familias RIADIS.

La corrupción afecta directamente a las personas con discapacidad desde dos grandes ámbitos. 

La corrupción generalizada afecta directamente los bienes y los servicios; cuando no tenemos bienes y servicios de calidad automáticamente se discrimina y se excluye a la persona con discapacidad. Los recursos de la educación, la salud, el fomento del empleo, la empleabilidad y el desarrollo económico que se roban entre funcionarios públicos y el sector privado impide que las personas con discapacidad accedan a una educación inclusiva con calidad, a un empleo inclusivo con calidad y a una vida digna y decente. 

Segundo la tercerización para la compra de bienes y servicios, este es un fenómeno que alimenta y nutre la corrupción en el sector de discapacidad; nuestro sector no está exento de fenómenos de corrupción; cuando se agotan los recursos el Estado mira de costado y las Organizaciones No Gubernamentales tienen que recurrir a la caridad pública esa es otra de las tantas expresiones de corrupción que afectan nuestro sector.

Otros fenómenos asociados que impactan diariamente nuestra calidad de vida.

Las políticas públicas no son incluyentes ni inclusivas y cuando hay una política pública de discapacidad no se contemplan indicadores que hagan posible contrastar la inversión pública versus los resultados, de otra parte, tenemos un sistema legal que permitió constituir entes de regulación y participación donde se entremezclan instituciones gubernamentales con organizaciones de sociedad civil; organizaciones que representan a las personas con discapacidad, corporaciones y ONGs. 

Ese sistema impide la veeduría, la fiscalización, el monitoreo y seguimiento autónomo de las organizaciones que representan a las personas con discapacidad. 

De otra parte, tenemos un sistema de transparencia que no es transparente porque la información no es accesible, las personas con discapacidad de manera autónoma e independiente no pueden conocer las cifras de inversión pública ni los resultados de la política pública, ni los resultados de los proyectos y programas de atención en bienestar o calidad de la educación, la salud o los demás servicios.

Por lo antes expuesto les recomendamos a los Estados.

Honrar los compromisos internacionales; la Convención de los derechos de las personas con discapacidad da todas las herramientas para facilitar la participación de las personas con discapacidad e impedir que la corrupción continúe dañando y afectando el goce efectivo de los derechos y la calidad de vida de las personas con discapacidad.

Demandamos información accesible y oportuna; accesible implica el concepto que desarrolla nuestra Convención, que debe ser incorporado a los Estados.

El reconocimiento inmediato y automático de nuestras organizaciones, como organizaciones representativas, como verdaderos movimientos sociales y democráticos que sean fortalecidos técnica y tecnológicamente, económicamente y administrativamente para poder hacer participación.

Que se creen sistemas de auditoría especializados en discapacidad que nos permitan hacer una evaluación real de la inversión pública versus resultados.

Les solicitamos a los Estados y a las organizaciones de sociedad civil, que trabajemos de forma armónica y conjunta para eliminar todos los fenómenos de discriminación y agresión que fundamentalmente afecta a niños y niñas, mujeres con discapacidad, es urgente que tengamos una mirada nueva frente a las personas con discapacidad porque por todos los fenómenos de corrupción, violencia y fenómenos asociados al desplazamiento forzado las personas con discapacidad también son víctimas de estos procesos y no hay un programa de atención humanitaria con énfasis en las personas con discapacidad. 


Coalición “Alianza frente a la Corrupción y por el Desarrollo Sostenible en 
Centroamérica, Norteamérica y el Caribe”

1. Que cada gobierno use apropiadamente los fondos destinados a la protección del medio ambiente y a acciones de prevención y mitigación de desastres naturales y efectos del cambio climático.

2. Que los gobiernos de los países de la región definan un plan estratégico en común, haciendo hincapié en la protección del medio ambiente para enfrentar problemas como el calentamiento global y el cambio climático.

3. Que se establezca en los distintos países una política de urbanización que permita a los ciudadanos de los países costeros y más vulnerables a los efectos del cambio climático tener una vivienda digna, y que puedan enfrentar a las catástrofes naturales. También, las viviendas tienen que ser construidas según estándares de construcción apropiados.

4. Que los gobiernos de las Américas ratifiquen los compromisos asumidos en el marco del acuerdo de París (COP21) y de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) y avancen en la destinación de recursos e implementación de acciones que lleven a conseguir las metas trazadas allí.

5. Que se constituyan fondos internacionales para la prevención, atención y mitigación de desastres en los países más vulnerables y afectados por el cambio climático, con recursos aportados por aquellos países que hacen una mayor contribución a las causas de este fenómeno.
6. Que se fortalezcan mecanismos para facilitar el acceso a la información pública, el seguimiento y la rendición de cuentas en relación con los recursos tanto públicos como privados y de organismos de atención humanitaria destinados a la prevención y adaptación al cambio climático, así como a la atención de emergencias.

Coalición “Democracia, Empresas y Derechos Humanos”

*******************************************
Coalición “Atención Integral y Derecho a la Salud en Latinoamérica”


La Constitución de la OMS afirma que “el goce del grado máximo de salud que se pueda lograr es uno de los derechos fundamentales de todo ser humano sin distinción de raza, religión, ideología política o condición económica o social”
.

En nuestra región, se deterioran y pierden muchas vidas por la falta de una respuesta apropiada de los gobiernos, y de sistemas sanitarios que no contemplan la realidad, y donde es frecuente observar corrupción, que los socavan los recursos del Estado y hacen que los más vulnerables y desprotegidos no tengan posibilidad de gozar del derecho fundamental a la salud. Así lo reconoció en la reciente Resolución No. 1/18 sobre “Derechos Humanos y Corrupción” la Comisión Interamericana de Derechos Humanos “la corrupción en la gestión de los recursos públicos compromete la capacidad de los gobiernos para cumplir con sus obligaciones de derechos sociales, incluidos salud (…), que resultan esenciales para la realización de los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales y en particular de las poblaciones y grupos en condición de más vulnerabilidad”
.

La tuberculosis (TBC) es la enfermedad transmisible más mortíferas, y pandemia mundial  que afectan a las poblaciones más pobres e imponen una alta carga a las economías de los países en desarrollo
 siendo claros indicadores de pobreza y deterioro de los derechos humanos. La tuberculosis es la primera causa mundial de muerte por enfermedades infecciosas.  En 2016 10,4 millones de personas enfermaron de tuberculosis, de las calles 1 millón fueron niños y 1,7 millones murieron por tuberculosis. El 95% de las muertes se produjeron en países de bajos y medianos ingresos.
Lucica Ditiu, directora de la Alianza Alto a la Tuberculosis, que opera en el marco de la OMS, recordó que “nosotros disponemos del conocimiento y los instrumentos para afrontarla. Muchos países no utilizan esos avances y como resultado, la gente está muriendo”
. En la región, los países con más alta incidencia de este mal son Haití, Perú, Bolivia y Brasil. La tuberculosis multi-droga resistente, constituye una amenaza a la salud pública porque las medicinas convencionales no funcionan y el costo del tratamiento oscila entre 6000 y 60,000 dólares. E Perú tiene la más alta carga en la región con 1,299 casos registrados en el 2016 Dentro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible se contempla ponerle fin a la TBen el 2030.

Las enfermedades no transmisibles (ENT) Entre las que se encuentran hipertensión, hipercolesterolemia, diabetes, infarto de miocardio y cáncer causan 5.2 millones de muertes por año en las Américas y representan la principal causa de muerte y enfermedad- alrededor del 80% de todas las muertes—siendo el 35% de las mismas, prematuras, y dos tercios de las cuales pueden ser prevenibles. Las ENT no solo afectan a adultos, sino también a niños, como lo demuestran las altas tasas de sobrepeso y obesidad infantil en la región, y no son sólo una carga para los servicios de salud, sino también para el desarrollo humano, social y económico
. Se estima que los costos (directos e indirectos) asociados a las enfermedades no transmisibles alcanzan el 4% del PBI en países de ingresos bajos y medios y que la carga sanitaria y económica continuará aumentando si no se aplican los esfuerzos comprometidos en el Plan de Acción Mundial de las ENT y de los Objetivos de Desarrollo Sostenible. De hecho, los costos de la inacción superan con creces las inversiones necesarias para evitarlas y garantizar sociedades saludables y productivas.
Es responsabilidad de los gobiernos tomar medidas concretas y efectivas para proteger la salud de su población en general y en particular de estos dos males que las afectan, aplicando políticas más allá del sector de la salud, que aborden los determinantes sociales de la salud (trabajo, educación, alimentación, vivienda, educación) fortaleciendo el sistema sanitario con medidas concretas contra la corrupción. 

Enfermedades Raras (EERR) Cerca del 80% suelen ser de origen genético, en su mayoría crónicas, degenerativas, y de origen desconocido, conduciendo a discapacidades y frecuentemente a la muerte. Estas enfermedades, producen un alto impacto en el bienestar del paciente y en la economía familiar, suelen ser invisibles para los profesionales de la salud, decisores gubernamentales, industria farmacéutica y comunidad en general, conduciendo esto a una inequidad social.  El objetivo de todas las actividades del sistema de salud, debe ser la persona, participando como usuario, paciente o familiar de paciente, para ello debe estar debidamente informado y empoderado. La comunidad debe jugar un rol activo, participando con responsabilidad e iniciativa en la solución de sus problemas de salud utilizando los necesarios y requeridos mecanismos de participación.

Debemos comprometer su participación y liderazgo de los líderes de Estado en las Reuniones de Alto Nivel de la Asamblea General de Naciones Unidas relacionadas a tuberculosis (26 de setiembre 2018) y ENT (27 de setiembre 2018).

Debemos incrementar la transparencia de la gestión en salud, facilitando la vigilancia ciudadana a través del acceso oportuno a la información estadística, epidemiológica, económica y otras informaciones de interés público, y también a través de la rendición de cuentas, a fin de prevenir la interferencia de terceras partes en la definición de políticas sanitarias, el uso incorrecto de recursos y la corrupción en los sistemas de salud.

Debemos asegurar la cobertura universal e integral de salud de las personas, a través de promover y apoyar la participación de la sociedad civil organizada, de la academia y de los pacientes, en el desarrollo de políticas de salud y acciones de vigilancia ciudadana para aportar a una mejor gobernabilidad y control de la gestión de los sistemas de salud por parte del Estado.

Les solicitamos que, en una próxima Cumbre de las Américas, se aborde en mayor profundidad el tema de la Salud en las Américas, y en especial, sobre los temas que fueron objetos de nuestra exposición.

Coalición “Atención Integral a la Primera Infancia, Infancia y Adolescencia, de Cara al Desarrollo Sostenible y la Corrupción”

En las Américas el logro de los objetivos de desarrollo sostenible está ligado a  varios factores, entre los cuales es clave el rol que juega para el presente y futuro de la sociedad, el desarrollo integral de la primera infancia, niñez y adolescentes en el marco de sus derechos; los cambios estructurales en la sociedad que posibiliten el pleno desarrollo humano, el cuidado del planeta y el fomento de la prosperidad; la gobernabilidad democrática con políticas públicas y estrategias conducentes al desarrollo social y económico; la inversión pública de calidad (relevante, pertinente, eficaz, eficiente, transparente, equitativa y sostenible que maximice el uso de los recursos en función del bienestar social; que combata la corrupción promoviendo políticas de transparencia fiscal y de justicia con normas de rendición de cuentas; y, que priorice: la disminución del hambre, la extrema pobreza y la pobreza; la ejecución de programas sociales de atención y desarrollo integral de primera infancia, niñez y adolescencia en el marco de sus derechos con énfasis en la protección y pleno goce de servicios de salud y bienestar, educación de calidad, inclusión de la diversidad con equidad y calidad; y, la focalización a diversos tipos de violencia ( conflictos armados, migración, desplazamientos), con participación protagónica de las organizaciones de la sociedad civil, privados, internacionales  y de las asociaciones de padres. 

Para alcanzar esta expectativa hacia el desarrollo sostenible y hacerle frente a la corrupción, proponemos la ejecución de una “Agenda Regional de Atención Integral a la Primera Infancia, niñez y Adolescencia, compuesta por cinco ejes de trabajo: incidencia política; formación y capacitación de recursos humanos, identificación de lecciones de atención integral; investigación, seguimiento y evaluación; y, Generación de estrategias contra la corrupción.  

1. Incidencia política: para identificar referentes conceptuales sobre primera infancia, niñez y adolescencia, fortalezas y debilidades de los marcos legislativos y de las políticas públicas, propuestas con base a evidencias científicas para hacer un análisis comparado y homologar los marcos legislativos y las políticas públicas que garanticen el pleno goce de los derechos del niño en la región. Con los resultados, convocar a una reunión para desarrollar un “Acuerdo marco de atención y desarrollo integral de primera infancia, infancia y adolescencia”. 

2. Formación y capacitación de recursos humanos: Para fortalecer capacidades y competencias de directivos, profesionales, equipos técnicos y agentes sociales de todos los niveles de gobierno hasta el territorial, mediante la revisión de la normativa, políticas y programas con propósitos de: a)  modernizar los currículos de desarrollo profesional y para-profesional de educación, salud,  protección,  cultura, recreación, desarrollo social; jurídico y legal; b) consolidar la carrera docente y directiva en base a información confiable; c) definir protocolo para formar y actualizar agentes sociales para atención integral de calidad; d); elaborar un lineamiento regional para participación de las familias, niños y adolescentes.

3. Identificación de lecciones de atención integral en iniciativas, programas y sistemas de protección, salud, educación: Para conocer experiencias sobre políticas eficientes, estrategias y metodologías de prácticas institucionales y comunitarias de inclusión que demuestran ser efectivas para la atención, protección y desarrollo integral a la primera infancia, niñez y adolescencia; para adecuarlas a otros contextos/edades. 

4. Investigación, seguimiento y evaluación para: a) identificar y desarrollar prioridades de estudios que fundamenten sólidamente las decisiones políticas, legislativas, pedagógicas, de seguimiento a las metas de atención, inversión, definición de alianzas con universidades, empresas, organismos internacionales; b) apoyar la generación de un observatorio regional de PIIA, otros subregionales y nacionales a fin de seguir indicadores sobre avance en el cumplimiento de los Derechos de los niños y las MDS, particularmente las 48 metas más relevantes para la niñez, de las 169, de acuerdo a las recomendaciones de UNICEF.
5. Generación de estrategias contra la corrupción de recursos destinados a la primera infancia, niñez y adolescencia para, a partir de los diagnósticos y prácticas de inversión y ejecución, transparencia, rendición de cuentas: a) exigir sanciones a quienes hagan mal uso de los recursos destinados a garantizar los derechos de primera infancia, niñez y adolescencia; b) estructurar un marco jurídico comparativo e indicadores de monitoreo y evaluación de los préstamos condicionados en primera infancia, infancia y adolescencia, para asegurar la adecuada inversión pública y transparencia en la ejecución de los programas; c)  fortalecer la institucionalidad y gobernanza en la asignación de recursos para orientarlos al uso que mejore la calidad de aprendizajes.


Para el cumplimiento, de estos ejes de trabajo, comprometemos la acción decidida y responsable de todas las instancias que conformamos la Coalición 21, inspirados en la certeza de las múltiples investigaciones que demuestran que, en la primera infancia, desde el vínculo con la familia, se crean las bases afectivas, sociales, cognitivas, éticas y morales de lo que serán los seres humanos durante toda su vida.
Coalición “El Rol de los Jóvenes ante la Corrupción y el Desarrollo Sostenible"

Los jóvenes de las Américas con el fin de contribuir al desarrollo de todos los habitantes del continente y sus pueblos, consideramos la importancia de abordar los siguientes puntos, con el fin de lograr un desarrollo económico, social y de protección del medio ambiente sostenible acompañada de una buena gobernanza: 
· En la actualidad en las Américas se vive una crisis de corrupción en todos los niveles, los cuales están teniendo un impacto gravísimo en la gobernabilidad y el desarrollo sostenible de nuestros países, por lo que creemos necesario tomar medidas a fin de disminuir los niveles de corrupción generando mayores controles a los actuales funcionarios y así también promover a las organizaciones que fomenten la formación a futuras generaciones de dirigentes. 

· Ante el compromiso asumido por los Estados en la Declaración de Johannesburgo a construir una sociedad mundial humanitaria y equitativa y generosa, consciente de la necesidad de respetar la dignidad de todos los seres humanos, entendemos que resulta necesario encarar primariamente en la satisfacción de las necesidades más básicas a fin de alcanzar el desarrollo en la región. La misma encuentra hoy en una preocupante emergencia sanitaria producto de la falta de un planeamiento territorial sustentable, un adecuado acceso a la red de agua potable y cloacas que evite futuras infecciones y enfermedades y de un sistema de salud que atienda las demandas de la sociedad. 

· Como jóvenes creemos ser los principales protagonistas del desafío de actuar hoy para heredar el día de mañana un mundo libre de los ultrajes que engendran la pobreza, la degradación ambiental y el desarrollo insostenible. Por ello, exhortamos a los Estados a procurar e impulsar el desarrollo integral de sus ciudadanos, en especial, de la niñez temprana, invirtiendo en políticas públicas que contribuyan a este fin. A raíz de ello, solicitamos se implementen políticas públicas que combatan la desnutrición infantil, pobreza y falta de educación de los infantes. 

· Debido a que la educación juega un papel trascendental para el desarrollo de todos los hombres y mujeres de América a fin de que los mismos puedan ser libres, resulta necesario brindar a todos los habitantes de la región posibilidades reales de acceso a una educación adecuada y de calidad como así también el revalorizar el rol de la familia. 

· Ante las desfavorables consecuencias socioeconómicas que la falta de empleo genera en las personas, las familias y las sociedades enteras, requerimos de los Estados y Organismos Internacionales que prioricen políticas públicas con alto impacto social que ayuden a generar mayores fuentes de empleo de calidad. Fomentar la equidad socio-económica a fin de evitar el incremento de la brecha entre los llamados ‘ricos’ y ‘pobres’. 

Finalmente, crear nuevas oportunidades empoderando el capital humano basado en la especialización según capacidades como camino al desarrollo de los países. 

Coalición “Foro Ciudadano de las Américas”

La corrupción es un fenómeno complejo y se explica por factores de carácter institucional, social y cultural, fundamentalmente, aunque el “sentido común” afirma que estamos ante un fenómeno “estructural” y asume que es esencialmente un problema económico y político. Sin embargo, las evidencias muestran, situaciones más complicadas y aun cuando es consensual que se trata de una situación sistémica, la realidad supera con creces dicho concepto pues no sólo muestra una amplia gama de modalidades sino condiciones que, al parecer, están presentes en unas situaciones y no en otras, lo que hace difícil diseñar una política pública homogénea para enfrentarla. Además, el concepto mismo de “sistémico” subraya el hecho de que estos actos no son excepcionales sino la regla, lo que debilita las opciones meramente represivas para inhibirla.

Las evidencias muestran que existe una fuerte correlación entre las variables de corrupción, democracia, desarrollo y libertad económica. La democracia está asociada a menores niveles de corrupción que las dictaduras o gobiernos autoritarios, aunque ello no es automático. La experiencia histórica reciente muestra que la instauración de la democracia no necesariamente disminuye la corrupción; puede crear mecanismos desfavorables a ella, pero también oportunidades y nuevos actores. Las prácticas de la democracia que desalientan conductas corruptas requieren tiempo para institucionalizarse. Las condiciones favorables para una corrupción generalizada y estructural se asocian a países donde el abuso del poder es una práctica “normal”, al igual que la existencia de grandes brechas sociales, un individualismo extremo y una baja calidad de las instituciones. Los mayores niveles de democracia implican mejores niveles de funcionamiento independiente de los órganos de control y de fiscalización.

En términos socioculturales, la corrupción se asocia con la existencia de determinados valores y tradiciones, pero también con los niveles de pobreza, de apertura o “clausura” de una sociedad, entre otros. La definición de corrupción como violación de la separación público-privado es arbitraria; la población no la percibe con claridad pues las fronteras estado/sociedad son “borrosas”; además esta división omite a los actores y reduce el asunto a cifras.
Por lo anterior, debemos darle la importancia debida al involucramiento y relación del Estado y la sociedad civil promoviendo la participación ciudadana, la vigilancia, transparencia, rendición de cuentas y otros mecanismos democráticos para mejorar los niveles de control y legitimidad en la gestión de los asuntos públicos. Por ello, priorizamos algunas recomendaciones que contribuyan a fomentar el involucramiento ciudadano en las decisiones y acciones públicas para combatir la corrupción. 

Los estados deben promover e institucionalizar la participación activa (información oportuna, consulta y corresponsabilidad) de la sociedad civil en la toma de decisiones sobre formulación e implementación de políticas públicas de lucha contra la corrupción, incluyendo el monitoreo y evaluación.

Promover y fortalecer la vigilancia de las políticas públicas por parte de las organizaciones de la sociedad civil, con carácter vinculante y garantizándoles los recursos financieros y asistencia técnica necesaria para estos fines.

Crear o fortalecer sistemas y servicios de información completa, actualizada y clara sobre todos los recursos públicos invertidos en programas públicos para verificar la eficiencia y eficacia de las inversiones, incluyendo a los sectores privados que brindan servicios públicos.

Incorporar criterios de transparencia (en consulta pública, presupuestos y rendición de cuentas) en las Alianzas Público-Privadas. Así como crear registros públicos donde se consigne a los reales beneficiarios últimos de las empresas o fideicomisos innominados (offshore).

Fomentar el rol de las organizaciones de la sociedad civil como actores del desarrollo y la democracia, su derecho a la participación, la libre asociación, el diálogo político en las decisiones que las impactan, es decir garantizar el entorno favorable para su desempeño.

Establecer mecanismos de protección, garantías para individuos, periodistas, denunciantes (whistleblowers) y organizaciones de ciudadanos que investigan o denuncien casos de corrupción, y defensoras/es de la naturaleza y los recursos naturales.

Fomentar la investigación, sistematización, intercambio de experiencias, difusión de buenas prácticas y casos exitosos de lucha contra la corrupción, con participación de sociedad civil en dichas acciones.

Incorporar representantes de organizaciones de la sociedad civil en los espacios de seguimiento del plan de acción de Lima.


Coalición “Redes Internacionales que Salvan Vidas en Respuesta al Tráfico Humano”


 La trata de personas es un mal que afecta a miles de personas en la región de las Américas, sobre todo a mujeres y niños. A pesar de las cifras alarmantes, se mantiene como uno de los delitos más impunes, con bajísimas tasas de procesamientos judiciales debido a la falta de capacidades en los operadores de justicia y al desconocimiento sobre este delito. La falta de políticas públicas activas destinadas al tratamiento desde las estructuras oficiales hace que muchas veces los servicios recaigan sobre la sociedad civil organizada. 

Cabe destacar que los programas de víctimas y testigos son poco efectivos, ya que en ocasiones se enfrentan los denunciantes a sus explotadores. La corrupción de los funcionarios públicos es un punto clave: los agentes fronterizos a cambio de coimas hacen la vista gorda; otros no efectúan los controles debidos en los lugares de explotación por el pago de sobornos. Ante este escenario, los activistas exigen acción de la justicia interamericana 

Los números sobre la trata de personas en Américas son aterradores. Según datos presentados a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) por la RATT Internacional, entre 2007 y 2017 fueron registradas 50.166 víctimas en 14 países de la región. La nebulosa alrededor de las cifras disponibles podría significar un incremento sustancial del número de casos. Es el delito de mayor crecimiento en la región las corrupciones alimentan a esta realidad que les roba la vida a miles de Mujeres, Hombres, Niños, Niñas y Adolescentes. La Trata y el Tráfico de Personas afecta a más de 40 millones de personas en el Mundo 

En particular, los pueblos indígenas, la población fronteriza o los migrantes muchas veces no son identificados por los Estados como víctimas de trata, ya que esos sectores vulnerables no logran denunciar sus casos. 

No combatir la corrupción y el crimen organizado constituye una amenaza contra la seguridad de los Estados. El Narcotráfico y la Trata no pueden ni nunca serán agentes de crecimiento genuino de las economías, sino que, por el contrario, terminan destruyendo las economías, concentrando la riqueza y pauperizando y esclavizando a la población.

Coalición del Movimiento Afrodescendiente de las Américas
En el marco de la Octava Cumbre de las Américas y su tema central “Gobernabilidad Democrática frente a la Corrupción” la Coalición Afrodescendiente con 136 miembros, quienes representan a diversos países de la región y convergen diversos sectores del Pueblo Afrodescendiente, y bajo el lema del Decenio de los Afrodescendientes: Reconocimiento, Justicia y Desarrollo la presente coalición considera importante:

Corrupción: Es necesario reformular los mecanismos que prestan un servicio de contraloría y/o veeduría de los Estados, las empresas y las instituciones para que estos y sus funcionarios obren con integridad, imparcialidad, eficacia, responsabilidad y equidad.
Lucha contra el Racismo y la Discriminación Racial: Romper con el racismo estructural,  exige de la creación de mecanismos/programas directos, claros y eficaces para garantizar el pleno gozo e integridad de los DESC, por lo tanto, es necesario generar acciones afirmativas y políticas públicas a favor del pueblo Afrodescendiente, que cuente con los recursos financieros necesarios, en tal sentido se debe de motivar a los Estados a que estos exoneren de impuestos a algunas empresas que inviertan  especialmente afrodescendientes, lo cual permitiría la creación de empleo. 

Reconocimiento Constitucional: Es necesario que todos los Estados de América Latina reivindiquen y reconozcan al Pueblo Afrodescendiente en sus constituciones nacionales.

Desastres Naturales: Se deben de vincular a las comunidades afrodescendientes en los Planes Nacionales y Locales, incrementando los aportes humanos y financieros que permitan reconstruir estas comunidades no solamente en infraestructura, si no también socioeconómicamente.  Invertir en la mitigación de riesgos y prevención de desastres deber ser una prioridad para los Estados.

Institucionalidad: Es importante que los Estados puedan garantizar la creación de organismos públicos con autonomía administrativa y financiera para desarrollar políticas públicas y acciones afirmativas en favor del desarrollo y revertir las condiciones de vida en las que viven las y los Afrodescendientes y que estas acciones vayan más allá de la promoción de la cultura.

Violencia y Persecución: Que los Estados garanticen la incorporación de las demandas de las Mujeres Afrodescendientes dentro de sus programas, planes y políticas que en materia de desarrollo y alivio a la pobreza vienen implementando, así como la creación de espacios de justica con pertenencia étnico/racial, de género y orientación sexual en instancias tales como las Defensorías de Derechos Humanos. Además, es clave la creación de planes o programas de emprendimiento empresarial tanto individual como colectivo dirigidos a estos sectores.

Convenios y/o Resoluciones Internacionales: Demandamos a los Estados a reafirmar sus compromisos internacionales de lucha contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia e intolerancia mediante la generación de acciones que trasciendan la creación de cargos a personas afrodescendientes y la simple conmemoración del día/mes afrodescendiente, para lograr la creación de programas sostenibles que nos reivindiquen y además vinculen los tres ejes pilares de ambas resoluciones del decenio para alcanzar un real y efectivo reconocimiento, justicia y desarrollo para los y las afrodescendientes de la región.  Por lo tanto, entre algunas propuestas están la creación de un Foro Permanente de los Afrodescendientes en Naciones Unidas, la OEA y demás organismos multilaterales, así como la creación del Fondo de Desarrollo Económico de los Afrodescendientes en estos mismos escenarios. Además de garantizar la representación y participación efectiva del pueblo afrodescendiente en las plataformas de participación de los Estados, tales como la UNASUR, CELAC, MERCOSUR, CAN, OEA para compartir buenas prácticas, transmitir saberes y experiencias.
Ronda de Censos: Es importante que los Estados obtengan más y mejores datos estadísticos oficiales. Además, que no se limiten a realizar estos ejercicios cada 10 años, sino que los incorporen en sus instancias públicas para recabar información que permita la creación de políticas publica que generen cambios positivos en las comunidades Afrodescendientes. 

Coalición “La Colaboración entre los Actores de la Sociedad con las Instituciones Internacionales como un medio para avanzar hacia Sociedades más Justas”

Vivimos actualmente una crisis de corrupción en todos los niveles, desde casos de altos funcionarios públicos, hasta casos de corrupción en pequeñas comunidades, y lo que es aún más grave: corrupción en los organismos internacionales, lo cual están teniendo un impacto gravísimo en la gobernabilidad, democracia y el desarrollo sostenible de nuestros países.

Dado el alcance que tienen las organizaciones internacionales, el trabajo que estas puedan hacer en conjunto con los países y con organizaciones de la sociedad puede potencializar ese alcance para poder disminuir los niveles de corrupción, pero sobre todo para alcanzar el desarrollo de la sociedad. Para ello, es necesario que los organismos internacionales pongan el ejemplo, respetando el marco de derecho que les ha sido dado por los Estados y limitarse a su mandato sin atropellar o amenazar los procesos democráticos internos y con ello, la libre autodeterminación de los pueblos. Vemos con preocupación, el actuar del Secretario General, la CIDH, la CIM, la Corte Interamericana y demás instituciones de la OEA (marco en el que se celebra la Cumbre) que están pasando por encima del mandato que les fue conferido y continúan auto atribuyéndose funciones que no les han sido dadas. 

Enfocarse en la satisfacción de las necesidades más básicas, como la alimentación, acceso a medicamentos básicos, educación etc. de los pueblos de las Américas, es el primer paso para poder alcanzar el desarrollo. Este enfoque tiene que partir de la realidad de la región, es decir, la realidad que se vive en el continente y de forma especial en aquellos países en desarrollo que para el caso son la grande mayoría.  Nuestra realidad no es la realidad del continente europeo. 

Al analizar la estructura familiar y otras características de los hogares y su impacto sobre en el desarrollo, encontramos que la estructura de la familia, su educación, el área en que vive y los niveles de educación son todos determinantes importantes. Esto es señal de que la familia puede marcar la diferencia en el proceso de desarrollo y más específicamente, en el alivio de la corrupción y la violencia. Del mismo modo debemos entender que la raíz doméstica de la corrupción es la familia y si esperamos que los programas de prevención de corrupción sean sostenibles, debemos trabajar para fortalecer la familia.


Coalición “Transparencia, Derechos Humanos y Participación mediante 
Las TIC para un Mejor Gobierno y Ciudadanía”

"Para alcanzar los principios del Gobierno Abierto, presentamos desde la sociedad civil acciones que van a fortalecer la participación ciudadana y un mejor gobierno, cuyo objetivo es el reconocimiento Constitucional en cada uno de nuestros países, de nuestro Derecho a ser informados; y su inclusión en la Carta de las Naciones Unidas, emitida en su Asamblea General del 10 de diciembre de 1948, en que se proclamó la Declaración Universal de los Derechos Humanos. Si logramos establecer "El Derecho a ser informados” y la realización de estas acciones, en consecuencia, tendremos mejores conocimientos ante la realidad, para alcanzar mejores bases y construir en cada país: Un Estado Transparente y Un Mercado Transparente.". 
Se requiere una “Justicia Abierta”, cuyas acciones : 1) Reducir la asignación de cargos temporales en la administración pública y de justicia, 2) Permitir que no-abogados se representen en sede judicial, 3) Eliminar procedimientos que fuercen regresar a sede administrativa luego de que los casos ya están en sede judicial, 4) Prescindir de los Proveedores de Servicios de Certificación 5) Promover la realización de juicios orales, 6) Implantar procesos transparentes de selección de jueces y de personal administrativos encargados de resolver casos 7) Educar a la población sobre la justicia abierta, 8) Consentir la auditoría por parte de Organizaciones No Gubernamentales, tanto de casos en sede administrativa, como en sede judicial 9) Rediseñar las leyes procesales para hacer más expedito la resolución de los casos, y 10) Empoderar a los ciudadanos para que propongan cambios legales que hagan más rápido y transparente la migración hacia la justicia abierta.

Los Estados para combatir la corrupción y fortalecer la transparencia y derechos humanos en las políticas en torno a las tecnologías de vigilancia, se recomienda: 1) transparentar información sobre la adquisición de tecnología de vigilancia; 2) transparentar información sobre el uso de tecnología de vigilancia; 3(control democrático de las actividades de vigilancia; 4) compromiso con la investigación independiente; y estimular un mercado transparente y apegado a los derechos humanos.
Con la participación de grupo de saberes podemos implementar un sistema inteligente para evitar la corrupción. 
Siendo Blockchain una tecnología que garantiza altos niveles de trazabilidad, seguridad y transparencia en aplicaciones como el voto electrónico, contratos abiertos y el seguimiento del flujo de dinero de proyectos. Se propone implementar la tecnología Blockchain en los procesos de Gobierno de cada país miembro.

Promover alianzas con Universidades aprovechando las TICs como herramienta de inclusión en procesos de educación comunitaria como parte del soporte de los Gobiernos para combatir la corrupción, violencia contra las mujeres y niñas entre otros.

Desarrollar/mejorar/establecer planes de Formación de nuevas generaciones para una mayor participación y actuación en organizaciones que “Hacen que Internet funcione” (ejemplo ICANN, IETF, UIT, ISOC, IEEE, otras) incluída la Gobernanza de Internet.
“Podemos Educar para Gobernar y Gobernar para Educar”, siempre y cuando La Educación cívica sea el pilar fundamental para que los ciudadanos puedan participar conscientemente de la democracia. Se propone implementar programas de educación cívica, ética, y social a todas las personas menores de 12 años en los países miembros. Mi Pequeño Emprendedor.
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� Para efectos de la Cumbre, se entiende como “coalición oficial” a un grupo de al menos 10 organizaciones y/o actores sociales con posiciones afines sobre al menos uno de los tres ejes temáticos de la Cumbre. El objetivo central del trabajo en coaliciones es fomentar el diálogo y la reflexión constructiva entre las organizaciones de la sociedad civil y actores sociales de las Américas y su incidencia en el proceso de Cumbres. Para conocer las 28 coaliciones oficiales, por favor acceda al siguiente enlace: � HYPERLINK "http://www.summit-americas.org/cs/coaliciones_lista_es.pdf" �http://www.summit-americas.org/cs/coaliciones_lista_es.pdf�. 


� Los ejes temáticos del tema central de la VIII Cumbre de las Américas son: 


Eje temático 1: Gobernabilidad Democrática y Corrupción 


Eje temático 2: Corrupción y Desarrollo Sostenible 


Eje temático 3: Aspectos de Cooperación, Institucionalidad Internacional y Alianzas Público Privadas


� La CDPD ha sido ratificada por todos los Estados donde hacen presencia las organizaciones de esta coalición, así como por la mayoría de los países de la región. Adicionalmente, al ser más reciente y tener estándares más actualizados, el mismo del Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (CEDDIS) decidió que la CDPD es el “documento de referencia conceptual” para la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (CIADDIS).


� Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Audiencia (Regional): Situación de la capacidad jurídica y el acceso a la justicia de las personas con discapacidad en América Latina, Período de Sesiones 150, 25 de marzo de 2014. Disponible en: � HYPERLINK "https://www.youtube.com/watch?v=tI2Oz2h70tg" �https://www.youtube.com/watch?v=tI2Oz2h70tg� 


� Ver, por ejemplo, Colectiva Polimorfas, Profamilia & Women Enabled International, Informe Sombra ante el Comité DESC de las Naciones Unidas en su revisión periódica a Colombia, 27 de agosto de 2017. Disponible en: � HYPERLINK "https://www.womenenabled.org/pdfs/WEI,%20Colectiva%20Polimorfas%20&%20Profamilia%20CESCR%20Submission%20Colombia%20August%2027,%202017%20FINAL.pdf" �https://www.womenenabled.org/pdfs/WEI,%20Colectiva%20Polimorfas%20&%20Profamilia%20CESCR%20Submission%20Colombia%20August%2027,%202017%20FINAL.pdf� 


� Renato Antonio Constantino Caycho, La otra consulta: el derecho a la consulta de las personas con discapacidad, Tesis para optar por el grado de Mágister de Derechos Humanos de la PUCP, 2017, Lima, Perú. P. 78


� Documento adjunto al llamado a intervenciones del Comité CDPD para la elaboración de su Observación General No. 7 sobre la consulta a personas con discapacidad, incluyendo niños, niñas y adolescentes. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.ohchr.org/EN/HRBodies/CRPD/Pages/CallSubmissionsDraftGC7.aspx" �http://www.ohchr.org/EN/HRBodies/CRPD/Pages/CallSubmissionsDraftGC7.aspx� 


� Carolyn Frohmader & Stephanie Ortoleva, Issues Paper: The Sexual and Reproductive Rights of Women and Girls with Disabilities 6 (2013), available at � HYPERLINK "http://womenenabled.org/pdfs/issues_paper_srr_women_and_girls_with_disabilities_final.pdf" �http://womenenabled.org/pdfs/issues_paper_srr_women_and_girls_with_disabilities_final.pdf�. 


� Colectivo Chuhcán y Disability Rights International, Abuso y Negación de Derechos Sexuales y reproductivos a Mujeres con Discapacidad Psicosocial en México, 2015, P. 21.


� Rashida Manjoo, Informe de la relatora especial sobre la violencia contra las mujeres, sus causas y consecuencias, ¶¶ 28, 36, Doc. de la ONU A/67/227 (2012). Citado en Women Enabled International, Datos sobre Salud y derechos sexuales y reproductivos de las mujeres y las niñas con discapacidad. Disponible en: � HYPERLINK "https://www.womenenabled.org/pdfs/Women%20Enabled%20International%20Datos%20-%20Salud%20y%20derechos%20sexuales%20y%20reproductivos%20de%20las%20mujeres%20y%20las%20ni%C3%B1as%20con%20discapacidad%20-%20ESPA%C3%91OL%20-%20FINAL.pdf" �https://www.womenenabled.org/pdfs/Women%20Enabled%20International%20Datos%20-%20Salud%20y%20derechos%20sexuales%20y%20reproductivos%20de%20las%20mujeres%20y%20las%20ni%C3%B1as%20con%20discapacidad%20-%20ESPA%C3%91OL%20-%20FINAL.pdf� 


� Comité CDPD: Observación General No. 3: Mujeres y niñas con discapacidad. CRPD/C/GC/3 (2016).


�Constitución de la Organización Mundial de la Salud. Documentos básicos, suplemento de la 45a edición, octubre de 2006


�http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/Resolucion-1-18-es.pdf


� Organización Mundial de la Salud. Salud y derechos humanos. Nota descriptiva N°323. Diciembre de 2015


� Organización Mundial de la Salud.


� Llaman al G20 a detener la tuberculosis en el mundo (2017, Julio 5). Agencia de Noticias Inter Press Service. http://www.ipsnoticias.net/2017/07/llaman-al-g20-a-detener-la-tuberculosis-en-el-mundo/
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